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RESUMEN.

El lenguaje administrativo es la forma que utiliza la Administración para comunicarse con los ciudadanos. Desde el principio de la Historia, este lenguaje ha reflejado el concepto de poder y la organización social. El artículo hace una revisión de la forma en que se ha producido esta comunicación desde los imperios del Creciente Fértil hasta nuestros días, analizando de qué manera se reflejaba el carácter de ciudadano griego y romano, la pérdida de este carácter en la Edad Media, la revalorización del hombre en el Renacimiento y la aparición del concepto del contrato social, la época del liberalismo y las ideologías totalitarias, a través de los documentos utilizados para comunicarse con el pueblo.

Se entiende por Administración al conjunto de instituciones del poder público que se ocupan de aplicar las leyes y cuidar de los intereses del Estado y del ciudadano. El conjunto de palabras y expresiones que utilizan estas instituciones para relacionarse formalmente entre sí, con los individuos que la componen o con cualquier otra persona física o institucional, es lo que llamamos lenguaje administrativo.

En tanto que lenguaje, presenta las siguientes características: 

1. Es la representación simbólica de una actividad

2. Es un código aprendido y no hereditario

3. Supone el reconocimiento de los interlocutores como entes propios y diferenciados

4. Tiene estructura interna y externa

5. Identifica a los que lo utilizan como miembros de una comunidad determinada.

En tanto que lengua especializada, el lenguaje administrativo es un conjunto de símbolos aceptados y utilizados por los miembros de un grupo profesional (el funcionariado) para referirse a sus propias actividades, y que cuenta con terminología y estilo particulares. Como toda lengua especializada, utiliza las estructuras lingüísticas de una lengua natural y presenta carácter inestable
.

El lenguaje administrativo a lo largo de la Historia.

Con frecuencia se confunde el lenguaje administrativo con una serie de instancias, solicitudes y actas. Sien embargo, es un concepto mucho más amplio que se alarga por toda la historia de la Humanidad: se puede decir que la historia está escrita en documentos administrativos. De hecho, estos documentos y el lenguaje en el que se expresan reflejan fielmente el modo de actuar de cada época, su estructura orgánica y la evolución de la sociedad. Son los auténticos testigos de la evolución humana.

La aparición del documento administrativo.

Aunque el Estado, tal y como lo conocemos actualmente, es un concepto que aparece en el Renacimiento, siempre ha existido una institución, más o menos compleja, estructurada y definida, encargada de gestionar y regularizar las relaciones de los individuos con el poder y que, en muchos casos, era el poder mismo. La única excepción a esta regla han sido las sociedades simples no sedentarias, en las que los individuos se agrupan, generalmente de forma endogámica y a menudo no permanente, para protegerse, garantizar la continuidad de la especie y asegurarse la subsistencia mediante la caza y la recolección. En estos casos, los grupos humanos están dirigidos por líderes naturales que cambian con frecuencia y cuya relación de poder con respecto a los demás miembros del grupo no es sustancialmente distinta de otros tipos de relación.

La aparición de las técnicas de cultivo y domesticación de animales, la división social del trabajo y, sobre todo, la aparición de excedentes de producción, son los elementos que provocan la creación de sociedades complejas
, donde el poder lo detenta un grupo bien definido, cuyas relaciones con la comunidad es necesario regular. Aunque las primeras manifestaciones de lo que ya se podría llamar lenguaje administrativo son, sin duda alguna, orales, existen documentos administrativos escritos desde la más remota antigüedad. La mayoría de los testimonios que han llegado hasta nosotros son leyes, pero esto no indica que fueran las únicas ni siquiera las más abundantes: eran las que más interés se tenía en conservar, porque regulaban el funcionamiento del estado, arbitraban los conflictos entre ciudadanos y garantizaban la continuidad del poder. También existían actas notariales que daban fe de propiedades y hechos, testamentos, sentencias de tribunales, contratos oficiales, informes, actas, registros, y otros muchos tipos de documentos. La mayoría de los testimonios escritos que han llegado hasta nosotros en su soporte original son documentos administrativos. Los más antiguos testimonios que tenemos son los papiros y relieves del imperio tinita, con unos 5.000 años de antigüedad, que recogen leyes, decretos y disposiciones del faraón, pero también documentos de derecho privado legalizados oficialmente. El antiguo Egipto estaba gobernado por un poder fuertemente centralizado, de carácter teocrático y compuesto por muchos altos funcionarios que ejercían auténticas funciones de ministros que regían el país a través de gobernadores locales, y que intervenían en todos los ámbitos de la vida de la sociedad.

Muchos documentos administrativos se han conservado precisamente porque desde su creación existió voluntad expresa de conservación a largo plazo, lo que indica claramente el valor que siempre han tenido para la sociedad esta clase de documentos. En la antigua Mesopotamia, donde la piedra no era abundante, se graban en piedra las leyes, como es el caso del célebre código de Hammurabi; pero también se dejaba testimonio escrito de los contratos, matrimonios, testamentos, etc., en tablillas de barro, y con la intervención de un escriba -especie de notario-, que, no sólo elaboraba el documento, sino que lo autentificaba, indicando multitud de detalles, que incluían el año, nombre del rey y hecho relevante que hubiera ocurrido tal año
.

También es necesario mencionar los documentos producidos por la burocracia del antiguo imperio chino, de organización muy compleja fuertemente conservadora, y donde la presencia del emperador y su corte se hacía patente de forma constante. La rigidez de las formas era tal que el acceso a la clase de funcionariado se llevaba a cabo a través de un largo proceso de exámenes públicos basados exclusivamente en la memoria: se llegaban a encontrar en el mismo proceso de acceso a la función pública nietos y abuelos y era mejor puntuado aquel capaz de reproducir hasta la forma de las letras empleadas. Los sacerdotes escribanos ocuparían un papel relevante ya en la cultura Shang, 2.000 años antes de Cristo, y fue ganando importancia a medida que la monarquía iba evolucionando hacia el imperio y la corte se convertía en un complejo entramado de burócratas y funcionarios
.

Otros pueblos de la Antigüedad, de estructura social menos compleja también tuvieron pronto documentación administrativa, a veces de un detallismo sorprendente: es el caso de los israelitas, cuya legislación, comprendiendo todos los aspectos de su vida, desde la transmisión patrimonial hasta la organización de los servicios religiosos, está recogida minuciosamente en algunos libros de la Biblia, especialmente en el Levítico, que se ocupa hasta de la calvicie, y de lo que se debe hacer cuando aparece una llaga
.

Aunque diferentes entre sí, y con características propias bien definidas, los testimonios de documentación administrativa de la Edad Antigua, tienen bastantes características comunes: son rígidos, detallistas, de fuerte inclinación conservadora. Y, sobre todo, es el lenguaje utilizado el que los define. Son documentos producidos por una Administración centralizada, teocrática -aunque en diferente grado-, regida por una corte articulada en torno a un poder omnímodo y donde el individuo no tiene valor alguno como particular. El lenguaje utilizado es rotundo, imperativo y trata de imponer obediencia y respeto a todo el aparato del poder: en muchos casos esa obediencia adquiere carácter teológico y se confunden las obligaciones cívicas con las religiosas. Esta influencia se advierte incluso en los documentos de derecho privado que deben ser legalizados por una autoridad -los funcionarios y sacerdotes escribas-, los cuales hacen valer su papel de delegados del poder central, a menudo representación del dios en la Tierra, sino Dios mismo. En el caso de la sociedad judía, es Yhavé quien habla y lo hace con todo el rigor y el peso del ser omnipotente que se dirige a una criatura insignificante y cuyos actos pueden ser motivo de pecado sancionado por procedimientos penales. Pocas veces se dirige el poder al individuo como detentador de derechos y cuando lo hace (el rescate de la casa ofrecida al templo), este siempre está en desigualdad de condiciones ante el poder.

El concepto de ciudadano en el lenguaje administrativo.

La cultura griega es una cultura urbana, la primera creada por ciudadanos libres y en beneficio de todos ellos y no sólo de un monarca o una clase sacerdotal. Este aspecto caracterizará a todas las manifestaciones políticas y sociales y quedará reflejada en los documentos administrativos, especialmente en el lenguaje que emplean. 

La sociedad griega carecía de una administración tan burocratizada como las sociedades anteriormente vistas; el pueblo griego disponía de leyes para gobernarse a sí mismos, y por tanto, el poder y el pueblo eran uno mismo: no en vano los cargos eran elegidos democráticamente y el mismo Solón, legislador por excelencia, fue elegido por el pueblo para que reformara el estado (año 594 a.C.). Solón también consideraba que la justicia venía de los dioses, pero no se consideraba al dictado de estos, sino el encargado por parte de los atenienses de organizar la vida de la ciudad y establecer los deberes, pero también los derechos de los ciudadanos. Toda la codificación griega está caracterizada por el laicismo
.

El concepto de soberanía popular marcará de forma definitiva la relación entre la administración y los administrados: a fin de cuenta unos y otros eran el mismo grupo. Aparecen corpus legales en el que está bien presente la idea de los derechos del ciudadano y el aparato burocrático se agiliza. Los juicios se celebran con presencia de las partes de la acusación y la defensa y es necesaria la aportación de pruebas para condenar a alguien. El lenguaje de los legisladores se hace muy llano y comprensible por todos y justifica las medidas de represión que debe tomar por su necesidad ineludible para la organización de la polis y en pro del bienestar común, nunca como mandato de dioses o como medio de expiar las ofensas contra ellos. Aunque las tragedias griegas solían relatar las terribles venganzas de los dioses contra las ofensas de los mortales, en la vida cotidiana nadie esperaba ser fulminado por un rayo si cometía una falta, pero sabia que le esperaba el destierro si cometía un delito.

No se han conservado grandes cantidades de documentos administrativos griegos en su soporte original, en parte por lo efímero de muchos de estos soportes, en parte porque era frecuenta la transmisión oral: la retórica era una de las disciplinas fundamentales y la consideración de un hombre corría pareja con el poder de exponer sus propias ideas y de convencer al interlocutor, lo que favoreció la expansión de la comunicación oral. A pesar de ello, han llegado hasta nuestros días compendios de legislaciones, actas de juicios -o relatos del mismos, como el de Sócrates-, y otros testimonios de la vida pública griega, como son los restos de ostracas, por los que la asamblea de ciudadanos votaba el destierro de uno de sus miembros.

Es en Roma cuando el concepto del individuo como portador de derechos y deberes se institucionaliza, precisamente en una sociedad que establece una rigurosa organización política, administrativa y jurídica. Son múltiples los documentos administrativos romanos que han llegado hasta nosotros: leyes, informes, contratos, juicios, actas de asambleas, escrituras de transmisión patrimonial, testamentos legalizados, rendición de cuentas públicas y tributos, etc. En todos ellos queda claro el poder del estado como institución encargada de organizar la vida pública y arbitrar la privada en caso de conflictos, siempre en aras del bien común, de la res publica. Tanto es así que se crea la figura del tribuno de la plebe, auténtico defensor de los derechos del pueblo. La aportación más notable de Roma al mundo occidental fue la creación del concepto jurídico como instrumento de carácter laico e independiente para regular las relaciones sociales públicas y privadas; aún sobreviven instituciones como el derecho de propiedad, de sucesiones o de obligaciones
.

En una sociedad tan estrictamente organizada, y donde las leyes están concebidas y formalmente creadas para garantizar el papel del ciudadano ante el poder y no al contrario, el lenguaje con el que la Administración habla a los administrados es directo y sencillo. Las fórmulas oficiales se simplifican y se limitan a breves saludos y despedidas y las notas imprescindibles para garantizar el carácter oficial del documento (actúan como legados...) y la datación del mismo (el año del consulado de ...). A menudo se hace hincapié en el hecho de que habla en nombre del Senado y el pueblo romano, es decir, en nombre de los ciudadanos y de sus representantes. Un examen de cualquier documento administrativo romano sorprende, no sólo por lo avanzado de sus conceptos, sino por la actualidad del lenguaje utilizado. Las disposiciones emanadas del poder iban encaminadas a alcanzar el bien de todos, y todos debían conocerlas y entenderlas. Por este motivo, frecuentemente se grababan en bronce y se colocaban en las puertas de entrada de las ciudades, en lo que se conoce con el nombre de bronces jurídicos latinos (Leyes de Osuna), cuyo lenguaje sorprende por su claridad y precisión. Que las leyes iban dirigidas a la totalidad de la población y que eran precisas, rigurosas y complejas, da fe la epístola inscrita en una tégula que se guarda en el Museo Arqueológico Nacional, y que relata un juicio seguido por el asesinato de una esclava embarazada y encubierto como accidente de trabajo
.

La pérdida del carácter de ciudadano.

En los últimos años, el Imperio Romano se hace confesional y la Iglesia se institucionaliza siguiendo la estructura jerárquica del imperio al que sustituye, lo que acabará provocando una gran confusión entre la sociedad política y religiosa. La desintegración del poder central y la desarticulación del sistema de comunicaciones por causa de las invasiones germánicas, crean una situación, no ya de descentralización, sino de verdadera atomización de poder en Occidente, mientras que en Oriente el estado se refuerza con el establecimiento del imperium christianum, que reconoce al emperador el doble carácter de rex y sacerdos, de quien emana la legislación eclesiástica y civil.

La mayor parte de la documentación administrativa de la Alta Edad Media en Europa occidental es de carácter eclesial: edictos, encíclicas, admoniciones, actas de concilios, etc. La figura del individuo como interlocutor frente a la administración se debilita hasta prácticamente desaparecer: sólo está presente como destinatario de órdenes, prohibiciones o exigencias de tributos. El lenguaje con el que el poder –mejor que el Estado, prácticamente desaparecido en todas sus formas-, se dirige a él, es siempre indirecta, aunque utilizando fórmulas sencillas, impregnadas de un carácter de sometimiento religioso absoluto. La mezcla de los poderes espirituales y terrenales se muestra de forma clara en la obra de San Agustín, donde explica el sentido de la justificación a partir del concepto de justicia. En cuanto a los documentos de derecho privado, prácticamente desaparecen, ya que cualquier trato entre individuos se hace oralmente y la acreditación que antes ofrecía la presencia de un representante del estado, es sustituida ahora por la de cualquier individuo que ejerce de testigo o, en todo caso, un miembro del clero secular.

Mientras tanto, en Oriente se elabora un grueso conjunto de disposiciones legales, herederas de las romanas, que muestran una auténtica filosofía del derecho, como el Corpus Iuris de Justiniano, donde se establece, entre otros, el principio de jurisprudencia de los fallos de los tribunales superiores. El lenguaje es mucho más formal y rígido –tal vez hasta alambicado en algunos momentos-, pero sin duda dirigido a un público más culto y refinado, y con más posibilidades de actuación directa ante el poder.

Será la aparición y evolución del concepto de feudalismo el que hará, a la larga, cambiar la situación. El feudalismo es tanto un medio de producción (según el análisis marxista), como un sistema social de vinculación de hombres libres. El vasallo está sometido a la obligación de auxilio y consejo, mientras que el señor debe ofrecer protección y mantenimiento. El sistema político feudal se caracteriza por la generalización de los lazos de dependencia personal, el triunfo de la relación personal frente a la política y la disgregación del poder político
. Poco a poco, la sociedad feudal se hace estamental formando los conocidos tres escalones de nobles, señores y siervos. Entre estos escalones se establecen relaciones de carácter similar, bien que con prerrogativas diferentes: en cualquier caso, se trata siempre de hombres de libres y es este carácter el que más se aprecia en la documentación de la época -“…sin que nadie fuerce nuestro libre albedrío…”(Encomendación de la villa de Baén); “..que todo hombre libre se ponga bajo la protección del señor…” (Capitular de Mersen)-, incluso en los casos de encomendación con privación de libertad –“Yo, Beterio, he puesto la soga en mi cuello y me he entregado bajo el poder de Alariado…”.

La documentación administrativa de la época feudal es abundante. El lenguaje que utiliza se dirige al individuo como hombre libre –aunque no participante en las tomas de decisión-, establece ya fórmulas fijas de empleo en determinadas funciones y, a pesar de que utilizan encabezamientos y despedidas con salutaciones religiosas, la imagen de Dios no aparece de forma demasiado explícita. Son documentos detallistas y minuciosos, muy claros en sus expresiones, a veces verdaderas joyas de la lengua, como es el caso de las Partidas de Alfonso X el Sabio, sorprendentes a veces por su modernidad (De cómo los maestros et escolares pueden facer ayuntamiento et hermandad entre sí, et escoger uno que los castigue), o su precisión (Como se puede facer vasallo un home de otro; En que manera se debe dar et rescebir el feudo).

La recuperación definitiva de la condición de ciudadano y la razón de Estado

La aparición y expansión de los Estudios Generales, donde se estudió y analizó la doctrina del Corpus Iuris de Justiniano –y cuyo precedente más notable fue el de Irnerio en Bolonia-, dio lugar a una revisión del derecho Romano, que irá seguida de la codificación del derecho canónico. El estudio del Derecho Romano dará lugar a la aparición de profesionales del derecho formados en las Universidades y llevará a un cambio radical en el procedimiento judicial, que dejará de ser popular y verbal para convertirse en técnico y escrito. El derecho penal comienza a considerar la justicia como una función pública, y el juez dejará de ser creador de justicia para pasar a ser su intérprete
. Este concepto aparece ya en las Partidas (Sobre qué cosas deben facer pesquisa los pesquisidores).

Los nuevos planteamientos provocarán, la eliminación de la teocracia pontificia, el afianzamiento del poder del monarca y la visión del individuo como objeto del Derecho: este carácter sufrirá altibajos en su aplicación práctica, pero ya no se perderá nunca más. La preocupación por lo personal caracteriza el fenómeno del individualismo, que hace al hombre medida de todas las cosas: su vida adquiere un valor hasta ahora desconocido y justificará las medidas que deban tomarse para asegurar su bienestar: el cortesano sustituye al caballero. Maquiavelo define la realidad sociopolítica como un hecho de carácter propio, al margen de cualquier consideración religiosa o ética. El ser humano no está dotado de una guía moral inherente a su naturaleza y no se ajustará a principios éticos de forma espontánea, pero se someterá a un sistema de organización por necesidad. Así surge la idea moderna de Estado, institución que ofrece al hombre protección y seguridad en su vida terrena, sin tratar de garantizar la espiritual; por el mismo motivo, el Estado no responderá a ningún planteamiento que no sea sociopolítico ni a norma moral alguna, que no sea la razón del éxito (la razón de Estado)

El lenguaje administrativo de esta época será fiel reflejo del ambiente político y de la ideología del Renacimiento. Cada vez más laico, alejado de planteamientos morales o espirituales, no trata al individuo como un objeto de salvación eterna, sino como sujeto de derecho, miembro de una comunidad concebida para asegurar su bienestar terreno y su patrimonio, incluyendo en esta organización las acciones de carácter represivo que fuesen necesarias para garantizarlo. Por este motivo, crece el poder de los monarcas, como auténticos jefes de Estado y comienza la época del absolutismo político. El Estado no sólo crece, sino que se multiplica y se hace más y más complejo; aparecen diversas instituciones administrativas, cada vez más especializadas que se ocupan de diferentes aspectos de la función pública y la Administración comienza a estar presente en muchos ámbitos que antes eran considerados estrictamente privados -la regulación del comercio, la enseñanza, el urbanismo…

Hasta ahora, el lenguaje administrativo se limitaba a recoger la comunicación entre la administración y los administrados; a partir de esta época, reflejará las comunicaciones de la Administración consigo misma, es decir, el diálogo entre diferentes organismos de la administración, y se especializará. Es el resultado lógico de la complejidad del Estado moderno. También reflejará el concepto de poder absoluto que adquiere el monarca, responsable último de todo el aparato administrativo, y capaz, en todo momento, de tomar decisiones por sí mismo, sin apoyo de otros estamentos ni de invocación al poder divino– traido a colación para pedir protección y orientación, más bien de forma simbólica y protocolaria: este tipo de lenguaje está muy presente en todos los documentos emitido por la administración de los Reyes Católicos, tanto en cualquiera de sus reinos como en la documentación originada por las expediciones a las Indias. La complejidad y especialización del lenguaje puede verse en `textos como los informes de viajes que hace Colón
 a los Reyes Católicos, en las capitulaciones de Santa Fe o en las famosas cuentas del Gran Capitán, relación detallada -y, por cierto, extremadamente respetuosa- de los gastos de campaña que rinde Gonzalo Fernández de Córdoba al Estado.

El poder del Rey está siempre presente; en su nombre se imparte justicia, se inician conquistas y se toman decisiones económicas, o a quien se dirigen informes, a veces espontáneos (como son los informes de Fray Bartolomé de Las Casas), pero a menudo encargos del propio rey. Existen muestras muy interesantes de estos, como son los informes de Arias Montano sobre la actuación aconsejable en los Países Bajos, o los de los memorialistas (Luis Ortiz y Tomás de Mercado), que hicieron detallados informes a Felipe II antes de la bancarrota de 1557
. Sin embargo, es la consecución del bien público el que está implícito, y de manera bien clara, en todo el lenguaje de la Administración. Que la presencia del Rey - mejor, del Estado absolutista- llegaba a todas partes y lo regulaba todo queda patente en la abundante documentación que generó la época. Se conocen tantos documentos administrativos sobre Cervantes, por ejemplo, que es fácil reconstruir su vida y sus peripecias personales: partidas de bautismo, asientos de pagos por salarios como soldado, expedientes, el acta del rescate y, por supuesto, las tasas de los libros que publicó
. La repetición de este documento, por cierto, es una buena ocasión para comprobar la existencia de fórmulas establecidas para determinados tipos de documentos. La complejidad y minuciosidad del lenguaje administrativo está igualmente reflejado en múltiples documentos, entre las que destacan los expedientes judiciales. Tomás y Valiente recoge las Actas del proceso seguido por la inquisición contra Alonso de Alarcón, acusado de blasfemo: las actas del celoso escribano no dudan en hacerse eco hasta de los menores detalles, incluso los ayes y exclamaciones de dolor del reo
.

Pronto el lenguaje utilizado por la administración se hace tan complejo y enrevesado que inspirará a Quevedo sus Premáticas y aranceles generales, en los que tomando el nombre de la Razón o el Desengaño, dicta normas y disposiciones contra ciertos tipos de comportamiento:

"Los que sonándose las narices, en bajando el lienzo lo miran con mucho espacio como si les hubiera salido perlas por ella y las quisieran poner en cobro..."

"Los que habiéndose llevado medio pie, o por mejor decir, los dedos dél en un canto, con mucha flema llenos de cólera vuelven a mirarle muy despacio, los condenamos a la misma pena...."

"Los que pasando por alguna calle, de las ventanas o corredores les echaren alguna bacinada, agua sucia u otra cosa, y movidos de esto llamaren cornudos, putas u otros nombres ignominiosos a los della, los absolvemos y damos por libre, por causas particulares que para ello nos mueven..."

Del contrato social a la Ilustración.

El concepto renacentista de individuo y la aniquilación de la justificación teológica del poder dieron lugar a la concepción de la sociedad como una suma de individuos; como consecuencia, los miembros de la sociedad son iguales en derechos. Las relaciones entre sí y el ejercicio de tales derechos se lleva a cabo mediante la aplicación de fórmulas contractuales. El pacto entre individuos da lugar a la sociedad; la transmisión del derecho a gobernarse origina el estado. Nace así el concepto de contrato social, que a la larga será la verdadera fuente de inspiración de las Constituciones modernas. Los documentos administrativos adquieren el valor de contratos que regulan diversos aspectos de estas relaciones entre individuos o entre estos y la institución que los gobierna.

Poco tiempo después, la aplicación de los métodos analíticos, que impuso la revisión de cualquier estado de cosas, llevó a considerar la estructura social como un resultado de la tradición, y no de la razón. La sociedad estaba fuertemente estamentada, pero sus capas sociales no respondían a ninguna necesidad que justificara los privilegios. La Ilustración -o mejor, el despotismo ilustrado- pretendió utilizar el poder de la monarquía para establecer un principio de justicia social basado en la libertad, la igualdad y la propiedad, de carácter abierto y resultado de las actividades de sus miembros, no de su situación social. Es la época de las reformas y las mejoras socioeconómicas de la mano del Estado protector. Los documentos administrativos dan fe de la creación de Academias, el auge de las obras públicas, la aparición de la beneficencia, la abolición de la tortura en las causas penales, los proyectos de saneamientos urbanos, la reorganización política, los planes de alfabetización, etc. Es la época de los censos
 y los informes sobre diversos aspectos de la vida pública (desde los festejos hasta la ley Agraria
 o las ordenanzas militares
). El Estado se convierte en la institución tutelar del ciudadano, al que se le reconocen sus derechos, y al que se le quiere "libre y dichoso" pero que no participa activamente en el gobierno. El documento administrativo es por completo laico y procura ser racional; a pesar del poder del rey, se suprimen muchas fórmulas de pleitesía y la burocracia se hace más ágil y eficaz. En esta época aparecen los ministerios tal y como los conocemos actualmente y son los ministros los que realmente se ocupan del gobierno. La falta de continuidad y la oposición de la aristocracia impidió que los programas de la Ilustración llegaran a su fin, pero se habían echado los cimientos para la desaparición definitiva del Antiguo Régimen.

Las revoluciones liberales

Al mismo tiempo, se desarrolla en Europa una revisión de la teoría, representada por la obra de Mostesquieu, que determina que la política social está formada por la ley natural y la realidad social, y que establece la separación de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial. El liberalismo propone la búsqueda de la mayor felicidad para el mayor número y será el estado el encargado de mediar entre los móviles egoístas y altruistas. El pensamiento liberal inspira los planteamientos teóricos y prácticos que cuajarán en la redacción de las Declaraciones de Derechos y en las Constituciones de los países. La Declaración de Independencia de los Estados Unidos es un verdadero paradigma de lenguaje administrativo de la época y un manifiesto de principios. Modelos similares se repetirán en otros casos parecidos, aunque no siempre de manera tan clara. La Constitución Española de 1812 comienza con una introducción en la que se encomiendan a Dios y piden su protección, y todavía se manifiesta el concepto de bondad y justicia como emanados de Dios y a él dirigidos
. El mismo documento incluye una fórmula de juramento del rey ante las Cortes, que habrá de seguirse siempre y en la que se dice que

“Por la Gracia de Dios y de la Constitución española, rey de las Españas, juro por Dios y por los Santos Evangelios que defenderé y conservaré la religión católica, apostólica, romana, sin permitir otra alguna en el reino; que guardaré y haré guardar la Constitución…”

Las revoluciones liberales trataron de traspasar la soberanía de manos del rey a manos del ciudadano, mediante el reconocimiento del concepto de soberanía nacional. La soberanía nacional supondrá la necesidad de contar con un sistema de representación general a través de un régimen parlamentario, de libre representación
:

“La soberanía española reside en la Nación y por lo mismo pertenece a esta exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales”
.

El resultado de esta política fue, de entrada la aparición de las Constituciones y Declaraciones de derechos e, inmediatamente, la aparición de nuevos corpus legislativos y de los reglamentos y disposiciones que los regulan y aplican. En una sociedad como es la de finales del XVIII y principios del XIX, en plena reestructuración política y social, los documentos administrativos que se dirigen a la creación de instituciones, planificación de elecciones generales, censos y catastros y otros programas de organización y control fueron muy abundantes. Las características principales del lenguaje administrativo de la época son:

a) Comienza la especialización definitiva en la documentación emanada de cada uno de los tres poderes (diferenciación formal)

b) Similitud en los planteamientos ideológicos que subyacen en las comunicaciones entre la Administración y el individuo (uniformidad conceptual).

A partir de este momento, el lenguaje administrativo no sufre grandes cambios hasta fechas muy recientes. Es cierto que se ve afectado por las evoluciones políticas, pero no de una forma demasiado evidente; antes bien, la adopción de fórmulas para la ejecución de una gran cantidad de acciones administrativas pondrá al lenguaje entre administración y administrados por encima de ciertos avatares. De entre los cambios más notables que pueden mencionarse está la aparición de los nacionalismos como resultados de la visión romántica de la Historia. Consecuencia de los nacionalismos fue el resurgir de las lenguas autóctonas, cuyo uso en la Administración había prácticamente desaparecido excepto en casos muy localistas y escasos, y la aparición de cierta documentación en estas lenguas: en España es un fenómeno de relevancia relativamente escasa y prácticamente limitado a Cataluña, pero en otros lugares, como el Imperio Austro-Húngaro o el Turco, estos problemas dieron lugar a situaciones de extrema gravedad.

Aparte de esto, el apego a las fórmulas, el sentido didáctico decimonónico y el respeto por las autoridades darán lugar a la aparición de los enrevesados tratamientos, despedidas y formas de expresión que nos resultan tan familiares y que se han mantenido hasta nuestros días. Esto no limitaba el sentido práctico: la Administración se ocupa ciertamente de detalles hasta entonces impensables: ya a mediados del siglo pasado las Bibliotecas, por ejemplo, recibían un formulario estadístico que debían cumplimentar y enviar al Ministerio de Fomento de forma regular; los registros municipales se formalizaron hasta en pequeñas aldeas; las escuelas estaban obligadas a llevar control de asistencia y remitirlo a las inspecciones provinciales, etc. El lenguaje utilizado en estos formularios y estadillos era extremadamente claro y simple; otra cosa es que el procedimiento obligara a acompañarlo con complejas notas de remisión o notas de saluda.

El siglo XX.

El siglo XX ha sido, sin duda alguna, la época más convulsa de la Historia de la humanidad, no sólo por haber sido escenario las mayores y más numerosas guerras, sino porque las transformaciones políticas y sociales se produjeron a un ritmo vertiginoso.

El primer fenómeno que aparece en el siglo es el fin de los grandes imperios, con la culminación de los procesos de descolonización. Las grandes potencias europeas, que habían extendido su radio de acción por todo el mundo, se ven obligadas a retirarse paulatinamente. Sin embargo, la administración colonial, calco de la de la metropolitana, perduró una vez se hubieron retirado los colonos. En muchos lugares se dio el proceso de identificación con la cultura del ocupante y, especialmente, con los modos y procedimientos administrativos. Como en la metrópolis la Administración siguió evolucionando –aun más, se vio obligada a evolucionar a partir de la nueva situación-, se produjo la extraña circunstancia de que los antiguos colonizados mantuvieron sistemas muchos más conservadores que los colonos. Esto es evidente en el lenguaje utilizado y en la compleja burocracia de muchos países en vías de desarrollo. Si a esto se une un modelo de sistema político fuertemente personalista, la complicación de las fórmulas de respeto y de los procedimientos que se siguen para las acciones más sencillas se hacen verdaderamente irracionales.

La aparición de los sistemas totalitarios de la primera mitad del siglo acentuó la importancia de la documentación administrativa: el Estado estará presente en todos los ámbitos de la vida y los controlará; el Estado es la médula de la nación, responsable del bienestar del ciudadano, en cuyo nombre tendrá todo permitido; la presencia del Estado llega a ser verdaderamente aplastante. Con diferentes matices, esta situación se repite en la Unión Soviética y en los regímenes fascistas; estos últimos no sólo tendrán toda la vida pública -y bastantes aspectos de la privada- perfectamente regulada y documentada, sino que la documentación administrativa del régimen es un verdadero modelo de organización y eficiencia. Prueba de ello son los archivos encontrados en los campos de concentración y exterminio, donde cada actividad se encuentra perfectamente detallada en expedientes de una claridad y precisión asombrosa. Además, la Alemania nazi introdujo de manera sistemática la documentación gráfica en los expedientes administrativos.

En el polo opuesto de estos sistemas se encuentra un caso que, aunque casi anecdótico, no deja de tener gran interés: las colectividades agrarias del Alto Aragón, donde los anarquistas españoles crearon sistemas de inspiración ácrata en algunos pueblos. No existía administración propiamente dicha –las decisiones se tomaban en asamblea popular- y, en consecuencia, la documentación administrativa disminuyó hasta casi desaparecer

. Es cierto que se levantaban actas de las reuniones y se siguió manteniendo el registro civil, pero poco más. La mayoría de los campesinos eran analfabetos y, puesto que los acuerdos eran públicos y orales, había suficientes testimonios para considerarlos válidos.

A lo largo de este siglo se producirá el afianzamiento de la democracia y de los sistemas democráticos de representación general (sufragio universal). Se acepta definitivamente el concepto de igualdad real del hombre ante la ley, adquirida por el mero hecho de nacer. Este concepto cambiará radicalmente la situación del individuo ante la Administración: será el cambio del contenido. El cambio formal lo provocará la aparición y expansión de las nuevas tecnologías de la información, las cuales serán capaces de simplificar el lenguaje administrativo por razones de mera eficiencia y ahorro.

CONCLUSIÓN

Hablar del lenguaje administrativo provoca inmediatamente su identificación con una forma de expresión llena de fórmulas preconcebidas y, a menudo huecas y obsoletas. Aunque en algunos aspectos formales esta identificación puede aproximarse a la verdad, no siempre es así: ni su expresión es siempre rígida, ni mucho menos está vacía. Las leyes, los decretos, las disposiciones, los registros notariales y los bandos municipales, las actas de reunión y los informes periciales se han escrito en este lenguaje, que ha servido para dar testimonio oficial de la evolución de las sociedades. El lenguaje administrativo ha sido la forma en que el poder le hablaba al pueblo, como el administrador se dirigía al administrado; transmitía así el concepto de poder y organización pública y la estructura político-social de cada grupo humano. El lenguaje natural refleja la realidad histórica; el lenguaje administrativo es la realidad misma. Por eso, aunque no toda la historia es solamente esta forma de expresión, sí se puede afirmar que el lenguaje administrativo es y ha sido siempre, el idioma de la historia.
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